 Radicado: 66001 60 00 000 2008 00023
Procesada: MEV 

Delito: Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 
Asunto: Confirma sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª instancia – 16 de febrero de 2018
Proceso:                


Penal -  Confirma absolución

Radicación Nro. :
  
660016000-000-2008-00023
Procesado:   


MEV
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
TEMA: TRÁFICO FABRICACIÓN O PORTE ESTUPEFACIENTES / CONFIRMA ABSOLUCIÓN / AMA DE CASA / INDICIO DE PRESENCIA ES INSUFICIENTE / EXONERACIÓN DEL DEBER DE DENUNCIA POR VÍNCULOS FAMILIARES / PRESUNCIÓN DE INOCENCIA / DUDA A FAVOR DE PROCESADA. En ese orden de ideas y en ejercicio del principio de necesidad de prueba que se deduce de los artículos 372 y 381 del CPP, debe decirse que en contra de la acusada obra un hecho indicante como su presencia en la residencia donde se practicó el registro y adicionalmente una prueba de referencia como el testimonio del Patrullero Yeison Bedoya Batero… Sin embargo, esas situaciones no permiten establecer con certeza si la señora Vergara se dedicaba al igual que los otros miembros de su familia a la venta de estupefacientes, o se limitaba a ser una espectadora pasiva de ese comercio como lo dijeron su cónyuge Álvaro Morales y su hija  Luz Adriana (esta última detenida como consecuencia del mismo registro domiciliario), ya que la FGN no aportó prueba que controvirtiera las manifestaciones de esos testigos en el sentido de que la señora MEV dependía económicamente de su esposo, desempeñaba sus labores como ama de casa en ese grupo familiar
(…)

A su vez, como se expuso en el fallo recurrido, no se puede tomar como hecho indicante en contra de la acusada el que hubiera guardado silencio sobre los actos de tráfico de estupefacientes que adelantaban su esposo, su hija y su hermana, ya que la señora Vergara estaba amparada por el artículo 68 del CPP, que la exoneraba del deber de denunciar, como lo señaló acertadamente el A quo.

(…)

Lo expuesto anteriormente lleva a concluir que en el caso sub examen, la FGN no cumplió con la carga probatoria que se desprende del inciso 2º del artículo 7º del CPP, en lo relativo a la demostración de la responsabilidad de la acusada MEV por los hechos por los que fue acusada, ya que subsisten dudas de suficiente entidad sobre si participaba activamente en el comercio ilegal que realizaban su esposo, su hermana y su hija, o si por el contrario en razón de esos nexos familiares optó por una actitud pasiva frente a esos comportamientos que no estaba obligada a denunciar.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Proyecto aprobado mediante acta Nro. 146 del quince (15) de febrero de dos mil dieciocho (2018)
Pereira, dieciséis (16) de febrero de dos mil dieciocho (2018)

Hora: 8:40 a.m. 
	Radicación
	66001 60 00000 2008 00023

	Procesados
	MEV

	Delito
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes 

	Juzgado de conocimiento 
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira Risaralda 

	Asunto 
	Resolver el recurso de apelación contra la sentencia absolutoria emitida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira.


1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía General de la Nación, en contra de la sentencia emitida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira del 16 de junio de 2009, mediante la cual absolvió a la señora MEV, como coautora del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes.
2.
ANTECEDENTES

2.1
El supuesto fáctico que obra en el escrito de acusación es el siguiente: 
“Se tuvo conocimiento el día 23 de febrero de los corrientes, mediante fuente humana que en la carrera 11 No. 6 47 del barrio Berlín’ se almacenaba y comercializaba sustancia alucinógena como marihuana y basuco (sic).

Se expide orden administrativo de la fecha, suscrita por. JHON FREDY SÁNCHEZ GUARACHA, Jefe grupo operaciones Emcar 26, en donde se dispone a los investigadores de la policía judicial realizar labores de verificación de información.

Se expide asimismo orden a policía Judicial por parte del Fiscal 36 adscrito a la Unidad de Reacción Inmediata en donde se dispone realicen labores de verificación para constatar si en verdad existe la mentada vivienda, se identifique además a las personas dedicadas a comercialización de estupefaciente y demás.

Con base en las diligencias de verificación el fiscal dispone el allanamente y registro al bien inmueble. Realizado el allanamiento al bien inmueble ubicado en la carrera 11 Nro. 6-17 del Barrio Berlín, la diligencia fue atendida por el señor ÁLVARO MORALES MESA, arrendador del inmueble, el cual consta de cinco habitaciones, una sala, dos baños patio y cocina, en el inmueble se encontraban además la señora LUZ ADRIANA. MORALES VERARA (sic), MEV Y MARLEY VERGARA LLANOS, el joven CRISTIAN LEONARDO ARIAS VERGARA, este último menor de edad. Realizado el registro en la habitación donde dormita el señor ÁLVARO MORALES MESA Y MEVse encontró un bloque de sustancia vegetal prensada al lado de los pies de la cama y al lado derecho una bolsa plástica con rallas (sic) blancas y azules que contenía sustancia vegetal con olor y característica a marihuana, en la habitación ocupada por la señora MARLENY YERGARA y el joven CRISTIAN LEONARDO ARIAS VERGARA, en el nochero de madera color café se encontró un cuaderno con un dibujo y logotipo spage fighter en el cual hay diferentes asolaciones sobre la venta de unos cigarrillos, unos paquetes y los diferentes trabajadores con los que se encuentra así como las diferentes fechas de la venta de los mismos, en la habitación que se encuentra al lado de la cocina y del baño principal donde se observaron varios paquetes se encontró dos bolsas plásticas con sustancia vegetal con olor característico a marihuana, 104 cajetillas de cigarrillos piel roja para un total de 1872 cigarrillos y 10 máquinas artesanales color gris en aluminio, las cuales son utilizadas para el procesamiento y empaque de del estupefaciente, una báscula color verde marca la Reina con capacidad de peso para 25 libras, por tal motivo se procedió a notificar los derechos del capturado a ÁLVARO MORALES MESA, MEV, MARLENY VERGARA LLANOS, LUZ ADRIANA MORALES VERGARA.
(…)”.

2.2 Las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento se surtieron el 25 de febrero de 2008 ante el Juzgado Primero Penal Municipal con Funciones de Control de Garantías de Pereira. En aquella oportunidad el delegado de la FGN imputó cargos a cada una de las personas capturadas, entre ellas a la señora María Eugenia Vergara Martínez como coautora del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, verbos rectores “conservar”, “vender” y “comercializar” (art. 376 inciso 1, y 384 numeral 1 literal a). En aquella oportunidad la señora MEV no aceptó los cargos que le fueron endilgados. 
El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira asumió el conocimiento de la causa (folio 8). La audiencia de formulación de acusación se realizó en sesiones del día 23 de mayo de 2008 (folio 10 y 11) y 19 de agosto de 2008 (folio 20); la audiencia preparatoria se llevó a cabo 28 de octubre de 2008 (folio 25 y 26). El juicio oral se celebró el 27 de abril de 2009 (folio 37). 
2.4 La sentencia de carácter absolutorio fue proferida el 16 de junio 2009 (folio 39-45). 

2.5 La delegada de la FGN interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo.
3. IDENTIFICACIÓN DE LA PROCESADA
Se trata de MEV, se identifica con la cédula de ciudadanía No. 24.850.889 expedida en Palestina Caldas, nació el 22 de septiembre de 1963 en Palestina Caldas, es hija de Leonora y Álvaro, de ocupación ama de casa. 
4. SOBRE LA SENTENCIA OBJETO DEL RECURSO

4.1 Los fundamentos del fallo de primera instancia se pueden sintetizar así:
· La FGN y la defensa no discuten la existencia de los hechos que dieron lugar a la investigación, los cuales dan cuenta que el 24 de abril de 2008 fue allanado el inmueble donde habitaba la acusada, y que en esa diligencia que se incautaron quince mil novecientos cuarenta y nueve punto tres (15.949.3) gramos netos de una sustancia que fue identificada como positiva cannabis y sus derivados.

· Dicha situación quedó probada a través de las declaraciones de los miembros de la Policía Nacional Jhon Fredy Sánchez Guapacha y Jeison Bedoya Batero, quienes realizaron un relato sobre lo que aconteció en la diligencia de allanamiento y la incautación de la sustancia.

· Aunado a ello, la FGN y la defensa estipularon los documentos a través de los cuales se dio por probado que efectivamente la sustancia incautada era cannabis en la cantidad antes referida.

· Dichos EMP permiten llegar al convencimiento más allá de toda duda sobre la existencia de la conducta investigada, que se adecua a lo dispuesto en el artículo 376 del C.P.
· Frente a la responsabilidad de la acusada, el juez de primera instancia sostuvo que el Intendente Jhon Fredy Sánchez Guapacha, testigo de la FGN, quien declaró sobre los motivos que condujeron a realizar la diligencia de allanamiento, fue claro y concreto en indicar que no tenían datos sobre quiénes eran las personas dedicadas a la comercialización de los estupefacientes. Igualmente el patrullero Jeison Bedoya Batero aseguró que la fuente no había suministrado la descripción de quienes realizaban esa actividad ilícita, y que al momento del allanamiento las personas que se encontraban en ese inmueble no estaban realizando ninguna actividad alguna que indicara el expendio o comercialización de estupefacientes.

· Por su parte el señor José Antonio Arango López indicó que un amigo suyo era quien había comprado el estupefaciente y que lo único que sabía era que su compañero había sido atendido por un hombre. 
· En consecuencia no existía un señalamiento directo que indicara que la acusada MEV se dedicara a los actos de comercialización de la sustancia incautada, o que participara de la actividad que se adelantaba en la vivienda registrada.
· Lo que aconteció fue que el operativo de allanamiento se llevó a cabo en la casa que habitaba la procesada, la cual era compartida con su esposo y familiares, en donde se halló la sustancia estupefaciente, entre la que se relacionó un bloque de marihuana que fue encontrado en el cuarto en el que cohabitaba con su esposo, lo mismo que otros elementos que indicaban que la acusada tenía pleno conocimiento de la actividad ilícita que se desarrollaba en ese inmueble, por lo que la FGN consideró que la señora MEV era coautora del delito investigado.

· En oposición a la teoría del caso de la FGN se cuenta con lo manifestado por Álvaro Morales Mesa (esposo de la acusada); Luz Adriana Morales Vergara, Jorge Morales Vergara (hijos de la señora Vergara) y María Lesbia Llano (tía de la incriminada), quienes al unísono aseveraron que la señora MEV era ajena a la actividad ilícita que estos desarrollaban.

· En ese sentido, Álvaro Morales y Luz Adriana Morales indicaron que la acusada no tenía relación con ese negocio ilícito ya que se dedicaba a cumplir funciones como ama de casa, y a cuidar de sus nietos. Igualmente dijeron que se oponía a esos actos de conservación y comercio de estupefacientes que adelantaban su cónyuge y sus parientes.
· La FGN no allegó EMP que desvirtuara los dichos de los testigos presentados por la defensa, máxime cuando los investigadores fueron concretos en señalar que no tenían información sobre quiénes eran las personas que concretamente se dedicaban a vender sustancias ilícitas, y se debe recordar que el testigo que se trajo a la vista pública para acreditar la comercialización del material sicoactivo dijo que la persona que le había expendido la sustancia ilegal era un hombre.
· La FGN infirió que si el esposo, la hija y la hermana de la acusada habían aceptado su responsabilidad frente a los hechos materia de investigación, esa situación era indicativa de que toda la familia se dedicaba a la actividad ilegal de comercializar sustancias psicoactivas. 
· A partir de los presupuestos del derecho penal de acto, debe decirse que si bien es cierto la responsabilidad de la procesada se encuentra comprometida, pues no es posible desvirtuar que era conocedora de la existencia de la sustancia estupefaciente en su hogar y de actividad que allí se desplegaba, esa situación no la convierte en copartícipe ese ilícito, ya que los testimonios de sus familiares la desligan de esa actividad ilegal y no se aportaron pruebas que desvirtúen esos dichos. 
· Fuera de lo anterior el ente acusador no acreditó que la acusada hubiera sido sorprendida realizando la actividad ilícita que se le atribuye. Únicamente se logró probar que en el momento en el que se realizó la diligencia de allanamiento, la procesada se encontraba en su lugar de residencia, la cual compartía con su esposo, su hija y su hermana, quienes aceptaron ser responsables del negocio.

· Las demás personas que vivían en el domicilio allanado aceptaron su responsabilidad frente a la comercialización de las sustancias encontradas en ese lugar, lo que indica que la señora MEV no tenía injerencia en esos actos tal y como lo señalaron los testigos arrimados por la defensa, pues de ser lo contrario, era más beneficioso para ella allanarse a los cargos tal y como lo hicieron sus familiares. 
· Se debe tener en cuenta que la acusada era esposa del señor Álvaro Morales, y por ello vivían en el mismo lugar, además la procesada dependía totalmente de su esposo y se dedicaba a las labores domésticas y al cuidado de sus nietos. 

· El hecho de que sus familiares ejecutaran actividades ilícitas no necesariamente implica que la acusada fuera copartícipe de las mismas, máxime cuando el artículo 68 del Código de Procedimiento Penal, la exoneraba del deber de denunciar.

· La FGN no allegó pruebas que establecieran el grado de participación de la acusada en el punible investigado, sólo refirió que la responsabilidad de la acusada se deducía por el hecho de ser esposa, madre y hermana de los demás coprocesados quienes además ya fueron condenados por esa conducta ilícita, por lo cual no quedó probado el deseo manifiesto o la intención de la acusada de ejecutar la infracción. 

· La afirmación de no culpabilidad de la acusada tiene soporte no solo en las manifestaciones realizadas por las demás personas que fueron judicializados por los hechos materia de investigación, sino también en las declaraciones vertidas por uno de sus hijos y una tía de la señora MEV quienes no estaban vinculados a la presente causa, que al ser valorados en conjunto generan dudas frente a los indicios edificados en contra de la señora MEV. 
· En consecuencia al no haberse demostrado la coparticipación voluntaria de la procesada en los hechos investigados, no existen elementos de juicio suficientes para atribuirle responsabilidad por los mismos, y en aplicación del principio del In dubio pro reo, que se desprende del artículo 7º del CPP, resulta procedente la absolución de la procesada.
5. SOBRE ELRECURSO PROPUESTO
5.1 Delegada de la FGN (Recurrente)

· No existe controversia sobre la existencia o materialidad del delito investigado. 

· Sobre la culpabilidad de la acusada adujo que a través de la información suministrada por una “fuente humana” se tuvo conocimiento que en el inmueble ubicado en la carrera 11 Nro. 6-47 de esa ciudad, se almacenaban y comercializaban sustancias estupefacientes como marihuana y bazuco, y que una vez se adelantaron las labores de averiguación por parte del CTI se ordenó una diligencia de registro y allanamiento en dicho lugar, donde estaban Luz Adriana Morales Vergara, MEV, Marleny Vergara Llanos, Álvaro Morales (esposo de la acusada), y el menor C.L.A.V. 
· En el registro practicado, específicamente en la habitación de los esposos Álvaro Morales y MEV, se halló un bloque de material verde prensado el cual se encontraba al lado de “los pies” de la cama, y en el costado derecho de ese mismo recinto una bolsa a rayas blancas que contenía material vegetal con características similares a la marihuana. En la habitación que ocupaba la señora Marleny Vergara y el citado menor también se encontraron sustancias estupefacientes y otros elementos como cigarrillos de marihuana, una cantidad de ese estupefaciente, 10 máquinas artesanales para la elaboración de cigarrillos con dicho material, y una báscula utilizada para tales menesteres. 
· En el juicio declararon los investigadores Fredy Guapacha y Jason Bedoya Batero, y el señor José Antonio Arango López quien fue aprehendido luego de haber adquirido estupefacientes en la vivienda allanada. 
· Los investigadores dieron a conocer la información que les aportó la fuente humana, los actos de verificación realizados y los hallazgos que reportaron en el sitio objeto de allanamiento, donde residían la procesada y su esposo. Además hicieron referencia a las personas que fueron capturadas en el operativo, y varias de ellas ya se encuentran condenadas. 
· Se encuentra acreditado que la acusada vivía en el lugar que fue objeto de allanamiento, en donde fueron incautados 15.949.3 gramos de marihuana en diferentes sitios de la vivienda. En la habitación que ocupaban la señora MEV y su esposo se encontró gran cantidad de ese ese estupefaciente, específicamente un bloque de marihuana prensada que estaba en un lugar visible al lado de la cama, además de una bolsa que también contenía sustancia estupefaciente. También se hallaron otros elementos que eran indicativos de que allí se comercializaban alucinógenos, tal y como lo había señalado el testigo José Antonio Arango López quien en el juicio oral dijo que había adquirido marihuana en esa vivienda y que se la había comprado a un hombre, refiriéndose al señor Álvaro Morales Mesa. 
· En el lugar de los hechos se encontraron los siguientes elementos destinados para la elaboración de los cigarrillos de marihuana: i) una báscula que era utilizada para pesar las sustancias ilegales; ii) las máquinas artesanales para la elaboración de los cigarros; iv) 104 cajetillas que contenían un total de 1872 cigarrillos; y v) unos cuadernos que contenían los nombres de los compradores. 

· Lo anterior indica que los miembros de la familia que fue capturada tenían conocimiento de lo que guardaban en su casa y estaban dedicados al almacenamiento y comercialización de estupefacientes. 
· Del hallazgo de esos elementos se puede inferir que la procesada era conocedora y participaba en la conducta delictiva, lo que la hace responsable la misma y no puede ser exonerada de responsabilidad por el hecho de que se hubiera procesado a otros miembros de su familia por la tenencia de la sustancia decomisada en ese operativo.  

· En el juicio se demostró que la señora Vergara Llano permanecía en esa morada, que tenía conocimiento de la actividad ilícita que se desplegaba en su residencia, aunado al hecho de que no tenía una labor diferente a los quehaceres del hogar, por lo cual no era necesario que hubiera sido capturada en flagrancia para deducir su dedicación a esa actividad ilícita.
· Pese a que a la señora MEV le asistía el derecho a no denunciar y a no declarar en contra de sus familiares, se debe tener en cuenta que existen EMP que indican que tenía pleno conocimiento de esa conducta actividad ilegal que se desarrollaba abiertamente y que la consintió. 
· Los testimonios de los familiares de la encartada tendientes a desligarla de la actividad ilegal investigada deben ser analizados de manera detenida, pues su objeto era el de salvaguardar los intereses de la señora MEV quien participaba de ese comercio ilícito lo que se comprobó con el registro del predio, el hallazgo de las sustancias y lo que dijo el consumidor que declaró en el juicio. 

· Solicita que revoque la decisión de primera instancia y en su lugar se dicte sentencia condenatoria contra la señora MEV.

5.2 Defensor (No recurrente)

· Pidió que se confirmara la sentencia absolutoria teniendo en cuenta que de conformidad con los argumentos expuestos por el A quo, los elementos materiales probatorios reunidos por la FGN fueron insuficientes para demostrar la teoría del caso de la FGN. 

· La FGN allegó unos testimonios con las cuales sólo se pudo establecer el hallazgo de una sustancia estupefaciente y que en el lugar del allanamiento vivía una familia de la cual era integrante la señora MEV. Sin embargo al momento del registro no se encontró a ninguna persona expendiendo estupefacientes, ya que sus moradores se encontraban durmiendo, porque ello sucedió en horas de la madrugada. 
· No quedó acreditada la culpabilidad de la procesada, siguiendo los lineamientos del artículo 12 del CP, ya que esta proscrito el criterio de responsabilidad objetiva. 
· La FGN concluyó que la señora MEV por el hecho de ser ama de casa tenía que ser partícipe del delito investigado. Sin embargo el ente acusador no demostró la conservación ni la venta de la sustancia decomisada, máxime cuando el testigo Jason Bedoya Batero adujo que la fuente humana que suministró la información sobre el expendio de sustancias ilícitas, no les entregó una descripción de las personas que ejercían esa labor y que al momento del allanamiento los moradores de la vivienda no estaban realizando ninguna actividad. 
· No existió ninguna labor de inteligencia para establecer la descripción exacta de las personas dedicadas a la venta de estupefacientes. No se pudo determinar quién se dedicaba a la venta de las sustancias sicoactivas ya que José Antonio Arango López, quien compareció al juicio dijo que él no había comprado estupefacientes en ese sitio y que esa labor la había hecho un amigo suyo. 

· En el lugar allanado se encontraron  estupefacientes, pero La FGN no demostró la participación de la acusada en los  hechos investigados. 
· No se acreditó la coautoría de la procesada ya que no tenía dominio sobre el hecho que no se puede deducir ni inferir con base en conceptos subjetivos de la delegada de la FGN, quien parte del hecho que la implicada participaba de los hechos por residir en ese inmueble. Tampoco obra prueba de que la acusada tuviera conocimiento de que se estuvieran vendiendo estupefacientes y si fuera así estaba amparada por el  privilegio legal de no declarar contra sí misma y de no denunciar a integrantes de su núcleo familiar según el artículo 68 del CPP. 

· El ente acusador verificó que la procesada no trabaja y que se dedica a las labores del hogar y a cuidar a sus nietos, pero no determinó si la señora Vergara había realizado la conducta punible por la cual se le investiga. 
· No se hicieron labores investigativas para verificar si la procesada efectuaba actos de comercialización de sustancias estupefacientes. En la información que fue aportada al plenario no se hizo una descripción de los habitantes del inmueble, simplemente se supo que un hombre había vendido una sustancia estupefaciente a un comprador, pero no se mencionó la participación de la acusada o de alguna mujer en ese hecho, ni se entregó su descripción. 

· Ante la ausencia de pruebas que determinen que efectivamente la procesada incurrió en el tipo penal que se le atribuye, se debe confirmar el fallo de primer nivel, con base en el principio del In dubio pro reo, ya que incluso de tener conocimiento sobre los hechos, la acusada no estaba obligada a denunciarlos. 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1.Competencia:

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 Problema jurídico a resolver:

En atención al principio de la limitación de la doble instancia se debe resolver lo concerniente al grado de acierto de la sentencia de primera instancia, donde se absolvió a la procesada MEV como coautora de la conducta punible de violación del artículo 376 del CP., con la consecuencia jurídica prevista en el inciso 1º de esa norma, bajo la inflexión verbal “conservar y vender”, que incluía la causal de agravación prevista en el artículo 384, numeral 1º, literal a) del C.P.

6.3 En atención al principio de congruencia, debe decirse que en el factum del escrito de acusación, se manifestó que una fuente humana informó que en el inmueble ubicado en la carrera 11 Nro. 6-17 se almacenaban y comercializaban sustancias estupefacientes, razón por la cual se realizaron las indagaciones respectivas con base en las cuales se ordenó el allanamiento a dicha vivienda. 

Igualmente se expone que el registro domiciliario fue atendido por el señor Álvaro Morales Mesa y que al momento de la diligencia también se hallaban en el inmueble Luz Adriana Morales Vergara, MEV, Marleny Vergara Llanos y el menor C.L.A.V., y que se realizaron los siguientes hallazgos: i) en el cuarto donde pernoctaban los esposos Álvaro Morales Mesa y MEV se encontró un bloque de sustancia vegetal prensada y una bolsa a rayas blancas y azules que contenía sustancia vegetal con características similares a estupefacientes; ii) en la habitación que ocupaban  la señora Marleny Vergara Llanos y el menor C.L.A.V. se encontró en una mesa de noche un cuaderno en el que tenía plasmada información sobre la venta de unos cigarrillos, unos paquetes, y los nombres de algunos trabajadores; iii) en la habitación contigua a la cocina y al baño principal fueron encontrados dos bolsas plásticas con sustancia vegetal con características similares a las de la marihuana; iv) en ese mismo lugar fueron halladas 104 cajetillas de cigarrillos “Pielroja”, para un total de 1872 cigarrillos; v) diez maquinas artesanales las cuales eran utilizadas para el procesamiento y empaque de la sustancia estupefaciente; y vi) una báscula marca Reina con capacidad para 25 libras. 

Ante los hallazgos relacionados, se dispuso de la aprehensión de los moradores de dichos inmueble, entre ellos la señora MEV, quienes fueron dejados a disposición de la autoridad competente al igual que los EMP obtenidos. 

6.4 Sobre el hallazgo de la marihuana y los demás elementos no se presenta ninguna discusión, ni tampoco sobre el hecho de que la señora Vergara hubiera sido capturada en medio de ese operativo, lo que determinó que fuera acusada como coautora de la violación del artículo 376 inciso 1º del C.P. con la causal de agravación prevista en el artículo 384 del C.P., numeral 1º literal a), con lo cual se considera demostrado que la acusada estaba presente en la vivienda donde se produjo el decomiso de los 15.949.3 gramos de marihuana y otros artefactos, como una máquina para elaborar cigarrillos de ese material vegetal y una báscula.

6.4.1 Adicionalmente hay que manifestar que en razón de las estipulaciones probatorias presentadas por las partes, se dieron por acreditados :i) los hechos a los que hace referencia el informe de investigador de campo de fecha 24 de febrero de 2008 (prueba de PIPH), suscrito por el perito Carlos Andrés Villegas, donde se estableció el peso neto total de la sustancia incautada (15.949 gramos) y su identificación inicial como positiva para cannabis
; ii) los informes del 17 abril de 2008 firmados por el perito Víctor Hugo Hernández Muñoz donde se confirmó la identificación de esa sustancia
; iii) la cadena de custodia de los elementos incautados en el registro realizado en la vivienda referida; y iv) lo relativo al hallazgo en el mismo operativo de diez máquinas artesanales color gris, una báscula color verde marca “Reina” y un cuaderno con diferentes apuntes. 

6.5 Ahora bien con relación a la necesaria congruencia que debe existir entre el fundamento fáctico de la acusación y el fallo, hay que manifestar que según el contexto fáctico del escrito de acusación, durante el allanamiento mencionado se registró la habitación que ocupaban la señora Vergara y su esposo Álvaro Morales Mesa, y que en esa parte de la vivienda se encontró: “un bloque de sustancia vegetal prensada a los pies de la cama y al lado derecho una bolsa plástica con rallas (sic) blancas y azules que contenía sustancia vegetal con olor y característica a marihuana”, lo que aunado al hallazgo de otras sustancias y elementos determinó que fueran privados de su libertad el señor Morales, la acusada, al igual que Marleny Vergara Llanos y Luz Adriana Morales Vergara.

6.6 En el caso en estudio el juez de conocimiento consideró que no se reunían los requisitos del artículo 381 del CPP en lo relativo a la demostración de la responsabilidad de la procesada, ya que lo único que se comprobó fue que en la vivienda registrada se conservaban sustancias estupefacientes, pero que la prueba no era suficiente para establecer la intervención de la procesada en los hechos, en calidad de coautora de la violación de la norma de prohibición contenida en el artículo 376, inciso 1º del C.P., ya que la evidencia existente en su contra se desprendía esencialmente del hecho de haber sido capturada durante el registro domiciliario que se practicó en su casa donde estaba su esposo Álvaro Morales, cuyo vínculo se probó con la partida de matrimonio allegada al proceso
, junto con su tía Marleny Vergara Llanos y Luz Adriana Morales Vergara.

6.7 Sobre el tema hay que manifestar que de la  escasa prueba que llevó la FGN al juicio solamente se desprende lo siguiente sobre los antecedentes y pormenores del citado registro domiciliario:

6.7.1 El Intendente Jhon Fredy Sánchez Guapacha manifestó lo siguiente: ì) el 23 de febrero de 2008 se encontraba trabajando en Pereira en el ENCAR y que en esa fecha recibió de parte de una fuente humana información en el sentido de que en el inmueble ubicado en la carrera 11 número 6-47 del Barrio Berlín, había una gran cantidad de alucinógenos que se estaban comercializando y distribuyendo, por lo cual se emitió una orden de trabajo para confirmar esa información; ii) se logró verificar que a ese inmueble estaba ingresando una persona que llevaba en su abdomen una bolsa con una sustancia alucinógena, por lo cual brindaron la información a la patrulla del sector para que le diera captura a ese sujeto; iii) al ser conducido a la URI se pudo verificar que efectivamente portaba una sustancia que fue identificada como estupefaciente; iv) hizo referencia al material sicoactivo y los elementos requisados durante el operativo; v) no se obtuvieron datos sobre la identidad de las personas que se dedicaban a esa conducta en el inmueble registrado, pues solo informaron que en el inmueble en mención habitaba un familia y que ahí comercializaban estupefacientes; vi ) se procedió a judicializar a la persona a la que le vieron con la bolsa con el material ilícito; y vii) no había obtenido datos sobre quiénes vendían el material sicoactivo, ya que solo le informaron que en el lugar de los hechos vivía una familia.

6.7.2 Por su parte el patrullero Yeison Bedoya Batero, quien participó en el registro domiciliario expuso: i) que durante las verificaciones de la información se hicieron labores de vecindario durante las cuales se interrogaron a algunas personas que vivían por este sector, quienes manifestaron que en ese inmueble a cualquier hora del día ingresaban consumidores de estupefacientes; ii) durante esas pesquisas se observó a un joven que salía con un paquete, por lo cual le dieron información a la Policía del sector siendo retenido al hallar en su poder sustancias sicoactivas; iii) con base en lo anterior fue que se solicitó a la FGN la orden de allanamiento de ese predio; iv) hizo referencia a los resultados del registro indicando que en una habitación hallaron sustancia estupefaciente, que dentro de unas bolsas negras habían 104 cajetillas de cigarrillo que habían sido armados y que contenían la sustancia vegetal, que en una báscula se encontró otra parte del mismo material al igual que 10 máquinas artesanales para la confección de los cigarrillos; v) en otra de las habitaciones encontraron un cuaderno donde se llevaba la contabilidad y se indicaba a quién se le entrega la sustancia; vi) en la alcoba principal y al lado de la cama matrimonial encontraron un bloque de sustancia vegetal. Dicha habitación era la de la señora MEV y de su esposo; vii) la “fuente humana” aseguró que en ese lugar almacenaban y organizaban los cigarrillos para ser distribuidos y vendidos en ese sector y que varias personas iban a esa casa donde eran atendidas por sus habitantes bien fuera por el esposo, la esposa o el hijo; viii) el señor Álvaro Morales y la señora MEV, residían en esa casa; ix) el bloque de marihuana que fue hallado en la habitación de esas dos personas estaba en parte enrollado en papel café y la otra mitad desenrollado y que al parecer iban como sacando estupefaciente de ahí para llevarla a la otra habitación; x) esa sustancia estaba debajo de la cama pero a la vista; xi) el cuaderno que se incautó contenía notas con los alias y los nombres de las personas a las que se les suministraba la sustancia, y fue descubierto en un cajón de la habitación de la señora Marleny Vergara Llanos donde pernoctaba con su hijo; xii) el informante al cual se refirió le había dicho que cualquier persona lo atendía en el inmueble; xiii) el único testigo de la venta era la persona que fue capturada en la diligencia en mención; y xiv) cuando o ingresaron a la residencia ninguno de sus moradores estaba ejerciendo actividades de comercialización o expendio de narcóticos .

6.7.3 Por su parte, del testimonio entregado por José Antonio Arango López, quien fue la persona que compró la sustancia ilícita en el inmueble allanado, se desprende; i) era consumidor de marihuana y que adquiría el estupefaciente en el inmueble ubicado en la carrera 11 número 6-47; ii) un amigo suyo llamado Ricardo le dijo que en dicho inmueble vendían marihuana, por lo cual lo esperó en la esquina de la casa; iii) cuando llegó a la esquina, su amigo le pasó el paquete, y él se lo metió debajo de la camisa siendo aprehendido posteriormente; y iv) no conocía a la persona que le vendió la marihuana a su amigo, quien no le dio información sobre las características de la persona que le suministró el material vegetal.

6.7.4 En el caso sub examen el juez de primer grado consideró que no estaba demostrada la responsabilidad de la procesada MEV por los actos de conservación de estupefacientes ya que: i) no existía un señalamiento directo que indicara que la señora Vergara se dedicara a la comercialización de la sustancia incautada o que participara de los actos de venta de estupefacientes que se realizaba en ese inmueble; ii) su captura obedeció al hecho de haber sido encontrado en esa casa al momento del registro domiciliario, un bloque de marihuana en el cuarto que ocupaba con su esposo Álvaro Morales y al hecho de haberse encontrado en su residencia elementos que daban a entender que la acusada era conocedora de la actividad ilícita que allí se adelantaba; iii) los testimonios de su esposo Álvaro Morales Mesa, de sus hijos Luz Adriana y Jorge y de su tía María Lesbia Llano apuntaban a establecer que la señora Vergara era ajena a esos actos de conservación y tráfico de estupefacientes ya que solamente cumplía sus labores como ama de casa, cuidaba a sus nietos y además se oponía a esos actos de conservación y tráfico de sustancias controladas; iv) si bien es cierto esos testimonios debían ser examinados con reserva en razón de su origen y del interés en favorecer a la citada dama, lo real es que la señora MEV no había sido sorprendida realizando actos de venta de estupefacientes y fuera de ello, su esposo, su hija y una hermana suya aceptaron ser los responsables de esa actividad ilegal, que la acusada no estaba obligada a denunciar al estar amparada por el artículo 68 del C. P; y v) en consecuencia la FGN no probó cual era el grado de participación de la acusada en ese tráfico ilegal, por lo cual no se contaba con pruebas suficientes para señalarla como coautora de la conducta investigada.

6.8 En ese orden de ideas y en ejercicio del principio de necesidad de prueba que se deduce de los artículos 372 y 381 del CPP, debe decirse que en contra de la acusada obra un hecho indicante como su presencia en la residencia donde se practicó el registro y adicionalmente una prueba de referencia como el testimonio del Patrullero Yeison Bedoya Batero, quien dijo que la “fuente humana” que suministró la información había dicho que cuando iban a comprar drogas a la casa requisada eran atendidos por “el esposo, la esposa y el hijo”, situación que no fue verificada seguramente por la rapidez con que se organizó el operativo, lo que se deduce de lo manifestado por el Intendente Jhon Fredy Sánchez Guapacha.

6.8.1 Sin embargo, esas situaciones no permiten establecer con certeza si la señora Vergara se dedicaba al igual que los otros miembros de su familia a la venta de estupefacientes, o se limitaba a ser una espectadora pasiva de ese comercio como lo dijeron su cónyuge Álvaro Morales y su hija  Luz Adriana (esta última detenida como consecuencia del mismo registro domiciliario), ya que la FGN no aportó prueba que controvirtiera las manifestaciones de esos testigos en el sentido de que la señora MEV dependía económicamente de su esposo, desempeñaba sus labores como ama de casa en ese grupo familiar, se ocupaba de cuidar a sus nietos (los hijos de Liz Adriana ) e incluso les reprochaba que en su casa se adelantara esa actividad ilícita.

6.8.2 Debe tenerse en cuenta que en este caso la Policía Nacional adelantó una somera actuación para solicitar el registro domiciliario, que en todo caso no correspondió a los actos de investigación regulados por el artículo 240 del C.P. y por ello no se hizo ninguna verificación sobre las labores que adelantaba la procesada en esa residencia, y al respecto solo se cuenta con lo que manifestó el testigo José Antonio Arango López, quien dijo en el juicio que cuando fue detenido llevaba consigo un paquete con marihuana que había comprado en esa casa un amigo suyo llamado Ricardo N, a quien se lo había vendido un hombre, lo cual puede llevar a inferir que se trataba del señor Álvaro Morales Mesa, esposo de la procesada, quien fue precisamente la única persona mayor de edad de sexo masculino que fue privada de su libertad en el operativo antes referido.

6.9. Ahora bien, la disconformidad de la delegada de la FGN con el fallo absolutorio se centró en considerar que la señora Vergara tenía “control de los hechos”, relacionados con la conservación y el tráfico de estupefacientes que se adelantaba en la residencia allanada, lo que se deducía del hecho de residir en ese inmueble y de que en el cuarto que compartía con su esposo Álvaro Morales, se halló gran parte del material incautado, por lo cual considera que debió ser condenada como coautora de la conducta investigada, junto con Marleny Vergara Llanos y Luz Adriana Morales Vergara.

6.9.1 Frente a esta argumentación de la recurrente hay que manifestar; i) que en el informe ejecutivo del 23 de febrero de 2008, se hizo referencia a la actividad ilícita que se adelantaba en ese inmueble, y se menciona que la persona que iba a trasladar la sustancia alucinógena de ese sitio se llamaba “Álvaro”
; ii) que en la solicitud de allanamiento del inmueble, se hizo referencia a actos de venta de estupefacientes que se adelantaban en la carrera 11 No. 6-47 del barrio Berlín de esta ciudad, en una residencia habitada por Álvaro Morales Mesa y “una señora de nombre MEV”, los cuales fueron verificados con la detención de un joven que ingresó a ese lugar y luego salió llevando consigo una porción de marihuana
; iii) se cuenta con el informe ejecutivo del 24 de febrero de 2008, donde se consignó que la diligencia de allanamiento había sido atendida por Álvaro Morales Mesa; que en el mismo inmueble se encontraban Luz Adriana Morales Vergara, MEV, Marleny Vergara Llanos y el joven C.L.A.V., y que en el cuarto que ocupaban Álvaro Morales y su esposa se encontró el bloque de marihuana prensada
; y iv) que según el mismo documento en la habitación que ocupaban Marleny Vergara y C.L.V.A., fue donde se vino a descubrir el cuaderno con las anotaciones sobre venta de estupefacientes y los diferentes “trabajadores” con que se contaba, lo que da a entender que estas personas eran las que llevaban la contabilidad relacionada con ese tráfico ilícito.. 

6.10 En ese sentido hay que manifestar que en la escasa información previa a la solicitud de allanamiento, no se mencionaba a la señora Vergara como la responsable del material encontrado en el inmueble, sino que se señalaba a su esposo Álvaro Morales Mesa, como la persona que se encargaba de la conservación y el comercio de los estupefacientes que se adelantaba en ese inmueble.

Además, de los testimonios entregados por los funcionarios de la Policía Nacional en el juicio no se desprende una sindicación directa contra la procesada, ya que su detención se produjo, al igual que la de las otras personas, por ser encontrada en el predio donde se descubrió el alijo de marihuana.

6.11 En esas condiciones hay que retomar el argumento central del A quo, según el cual pese a que resulta evidente que la señora Vergara tenía conocimiento del almacenamiento y venta de sustancias sicoactivas en su residencia, tal situación no configuraba prueba suficiente para dictar una sentencia de condena en su contra, ya que la prueba practicada podía llevar a una conclusión contraria a la deducida por la delegada del ente acusador, esto es, que MEV Vergara hacía parte de ese grupo familiar, se dedicaba a labores domésticas y a cuidar de sus nietos pero no estaba obligada a denunciar el comercio ilícito en que incurrían su esposo, su hermana y su hija, quienes aceptaron ser los responsables de los actos de conservación y venta de estupefacientes como se expone en el fallo de primer grado, donde igualmente se manifiesta que a diferencia de su cónyuge, su hermana y su descendiente la señora MEV optó por no aceptar cargos en la audiencia preliminar lo cual le habría resultado ser más beneficioso de haber tenido participación en los hechos, fuera de que no se desvirtuó la prueba proveniente de sus allegados en el sentido de que la señora Vergara era ajena a esa labor delictiva.
6.12 A su vez, como se expuso en el fallo recurrido, no se puede tomar como hecho indicante en contra de la acusada el que hubiera guardado silencio sobre los actos de tráfico de estupefacientes que adelantaban su esposo, su hija y su hermana, ya que la señora Vergara estaba amparada por el artículo 68 del CPP, que la exoneraba del deber de denunciar, como lo señaló acertadamente el A quo.
6.12.1
Sobre el tema se cita lo expuesto en la sentencia C- 848 del 12 de noviembre de 2014  de la Corte Constitucional, donde se hicieron las siguientes precisiones al referirse al contenido del artículo 33 de la Constitución frente a la exoneración del deber de denunciar cuando la víctima es menor de edad y se afecta la vida, integridad personal, libertad física o libertad y formación sexual del niño, que son pertinentes en lo concerniente al derecho a la no incriminación: 
“(...) 

“...A su vez la postulación de este deber es compatible con la garantía de no incriminación prevista en el artículo 33 de la Carta Política, por las siguientes razones: (i) el efecto jurídico específico de la previsión normativa no consiste en liberar a las personas de la obligación de declarar contra sus familiares, sino en otorgarles una salvaguardia especial, para que no puedan ser forzados, ni por vías directas ni por vías indirectas, a dar estas manifestaciones; por este motivo, propiamente hablando, el precepto constitucional versa sobre las actuaciones que pueden desplegar las autoridades para obtener las declaraciones incriminatorias, así como sobre los derechos que se derivan de tal limitación, y no sobre las excepciones al deber general de declarar; (ii) existe una diferencia sustantiva entre el derecho a la no auto incriminación, y el derecho a la no incriminación de los familiares próximos, pues obedecen a una finalidad, a una racionalidad y a una lógica distinta, y en consecuencia, su alcance y efectos jurídicos no pueden ser asimilados; en el primero de los casos, la referida garantía es un elemento estructural del derecho al debido proceso, porque a través del mismo se impide que las personas sean obligadas a suministrar los elementos de juicio que podrían determinar su responsabilidad, y por tanto, constituye un componente fundamental del derecho de defensa; en el segundo evento, por el contrario, la garantía de no incriminación atiende a la necesidad de proteger los vínculos familiares así como la autonomía y la intimidad de la familia, por lo que, en este escenario específico, la extensión del derecho previsto en el artículo 33 de la Carta Política, debe establecerse en función de tal finalidad; ahora bien, en la medida en que tales lazos desaparecen cuando están mediados por la violencia y el maltrato, y en la medida en que dicha intimidad debe ceder cuando se involucran asuntos públicos como la vulneración grave de los derechos fundamentales de los niños, la garantía de no incriminación no podría ser invocada ni utilizada para justificar el derecho a silenciar el maltrato y la violencia contra los menores de edad; (iii) el artículo 33 de la Carta Política no contiene una previsión específica sobre la denuncia, sino que se refiere en general a las declaraciones incriminatorias, y el primero de estos actos tiene particularidades y especificidades constitucionalmente relevantes asociadas a su aptitud para activar el sistema de protección de derechos, que justifica un régimen jurídico especial y diferenciado...”. (Subrayas ex - texto) 

6.13
Lo expuesto anteriormente lleva a concluir que en el caso sub examen, la FGN no cumplió con la carga probatoria que se desprende del inciso 2º del artículo 7º del CPP, en lo relativo a la demostración de la responsabilidad de la acusada MEV por los hechos por los que fue acusada, ya que subsisten dudas de suficiente entidad sobre si participaba activamente en el comercio ilegal que realizaban su esposo, su hermana y su hija, o si por el contrario en razón de esos nexos familiares optó por una actitud pasiva frente a esos comportamientos que no estaba obligada a denunciar como se expuso anteriormente, por lo cual se debe aplicar en su favor el derecho fundamental a la presunción de inocencia establecido en el artículo 29 dela CP, que le fue reconocido en el fallo de primera instancia, al cual se debe aunar el principio de proscripción de responsabilidad objetiva que establece el artículo 12 del C.P.

6.14 Sobre el tema en mención la Sala considera pertinente citar lo expuesto en CSJ SP del 26 de octubre de 2011, radicado 36357, donde se dijo lo siguiente:

“(...) 

2.2. “...En la medida en que las proposiciones desarrolladas durante el juicio oral sean coherentes, estructuradas y tengan como fin resolver la situación problemática que dio origen a la actuación (que, por regla general, debe girar en torno de la probable comisión de una conducta punible –v. gr., la muerte violenta de un individuo, el desfalco de bienes públicos, la denuncia que una persona hace en contra de otra, etcétera), suelen denominarse propuestas de solución, hipótesis o, simplemente, teoría del caso, concepto al cual alude el artículo 371 del Código de Procedimiento Penal y ha sido definido por la Corte Constitucional de la siguiente manera:

“La teoría del caso no es más que la formulación de la hipótesis que cada parte pretende sea acogida y aceptada por el juez en la sentencia, de acuerdo con los elementos fácticos, jurídicos y probatorios que se han acopiado y habrán de presentarse y valorarse en la etapa del juicio”
.

La anterior no es la única razón de peso para concluir que la Ley 906 de 2004 consagró un modelo objetivo de conocimiento basado en la crítica racional de teorías (o proposiciones lingüísticas). Si el artículo 232 inciso 2º de la Ley 600 de 2000 establecía que para dictar fallo condenatorio era necesaria la “prueba que conduzca a la certeza de la conducta punible y de la responsabilidad del procesado”, el inciso final del artículo 7 del nuevo ordenamiento procesal, relativo a la presunción de inocencia, se refiere al “convencimiento de la responsabilidad penal del acusado, más allá de toda duda”. A su vez, el artículo 372 ibídem señala que los medios probatorios tienen como propósito el de “llevar al conocimiento del juez, más allá de toda duda razonable, los hechos y circunstancias materia del juicio y los de responsabilidad penal del acusado, como autor o partícipe”. Y el artículo 381 aduce en el mismo sentido que para “condenar se requiere el conocimiento, más allá de toda duda, acerca del delito y de la responsabilidad penal del acusado, fundado en las pruebas debatidas en el juicio”.

El cambio de la expresión “certeza” por la de “convencimiento más allá de toda duda” o la de “conocimiento más allá de toda duda razonable” no ha sido caprichosa ni producto de una inclinación o moda intelectual por parte del legislador. En primer lugar, la Corte ha admitido, incluso para ambos sistemas procesales, que alcanzar un grado absoluto de certeza “resulta imposible desde la perspectiva de la gnoseología en el ámbito de las humanidades e inclusive en la relación sujeto que aprehende y objeto aprehendido”
.

6.15 Precisamente las situaciones antes mencionadas son las que llevan a concluir que en el caso en estudio no se cuenta con ese convencimiento más allá de toda duda sobre la responsabilidad de la procesada en los actos por los que fue acusada, ante la existencia de dos hipótesis igualmente válidas deducidas de las pruebas practicadas en el proceso así: i) la acusada participaba activamente en los actos de comercio y almacenamiento de marihuana junto con su esposo, su hermana y su hija; o ii) la señora Vergara cumplía labores domésticas en su hogar y no participaba en los actos investigados que no estaba obligada a poner en conocimiento de la autoridades y ante la existencia de dudas de suficiente entidad sobre la primera posibilidad, reforzada por el hecho de que la acusada no aceptó cargos en la audiencia preliminar y por lo manifestado por intervinientes en la actividad delictiva, como su esposo y su hija sobre su ajenidad a esas conductas, la prueba practicada no reviste el suficiente grado de convicción como para afectar la garantía de presunción de inocencia que ampara a toda persona sometida a una investigación penal, máxime si en este caso las señoras Luz Adriana Morales Vergara y Marleny Vergara Llanos aceptaron cargos por la violación del artículo 376 inciso 1º del CP, mediante preacuerdo celebrado en la audiencia de formulación de acusación que se surtió el 23 de mayo de 2008 ante el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad (folios 10 y 11), siendo sentenciadas a la pena principal de 126 meses de prisión el 13 de junio de 2008, decisión que adquirió firmeza en la misma fecha (folio 12).
Por lo tanto se estima que le asistió razón al juez de primer grado para proferir un fallo absolutorio en favor de la procesada, lo que conduce a esta Colegiatura a confirmar la sentencia de primera instancia al no reunirse la totalidad de los requisitos del artículo 381 del COPP en el caso sub examen. 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 16 
de junio de 2009 por el juzgado 2º penal del circuito de Pereira, mediante la cual se absolvió a la señora MEV del delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, en lo que fue materia de impugnación. 
SEGUNDO: Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación. 

 CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Folios 5 y 6 C. Pruebas


� Folios 9 a 21 


� Folio 354 


� C. Pruebas Folios 39 a 40 


� C. Pruebas Folios 43 a 44


� C. Pruebas Folios 51 y 52 





� Corte Constitucional, sentencia C-069 de 2009.


� Sentencia 23 de febrero de 2011, radicación 32120. En el mismo sentido, fallos de 5 de diciembre de 2007, radicación 28432, y 3 de febrero de 2010, radicación 32863.
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